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~ UESTRO derecho urbanístico ha venido sien­

T 1 do impulsado por distintas situaciones coyun­
turales de la economía que pronlo se desva-
necían, lo que se ha traducido en una acción 
sobre la riqueza inmobiliaria del país no todo 
lo racional y flexible que se hubiera deseado, 
llegando a ser incluso demoledora a veces. En 
efecto, el moderno ordenamiento urbanístico 

español, que se inició con la Ley del Suelo de 1956, estuvo pre­
sidido por una intención expansionista y de renovación del par­
que inmobiliario. Esta legislación, que venía heredada de la tra­
dicional de ensanche y que, a la vez, estaba condicionada por el 
desarrollo económico de la época, asumió, corno la primera de 
sus preocupaciones, la dotación del suelo sobre la que asentar 
las viviendas que demandaba la avalancha inmigratoria en los 
centros urbanos. Las circunstancias que impuso aquel acelerado 
desarrollismo impiden ahora cualquier crítica severa al antiguo 
ordenamiento de 1956. Distinto juicio debe merecer la reforma 
contenida en la Ley de 1975, pues está claro que en aquel 
momento se hubiera necesitado un cambio de trayectoria y, sin 
embargo, se continuó una tendencia expansionista que ya no 
respondía a las exigencias sociales del momento. 

Ahora, con la promulgación de la Ley de Reforma del Régi­
men Urbanístico y Valoraciones del Suelo, se intenta rectificar 
esta situación, compensando los desajustes de la regulación an-



terior y matizando y potenciando distintos aspectos de los prin­
cipios vigentes. Catastro dedica a esta nueva Ley el presente 
número monográfico, en el convencimiento de que alguna luz 
aportará respecto a la compleja problemática que encierra el or­
denamiento jurídico urbanístico en nuestro país. 

Y es que el suelo no es un bien cualquiera. Es un bien finito, 
porque no es reproducible. y necesario, porque prácticamente 
toda actividad humana exige una localización de la que el suelo 
es soporte. La propiedad del sucio tiene también características 
específicas y distintas de cualquier otro bien. Ha sido calificada 
de precapitalista por su carácter de monopolio ejercido sobre 
una porción del planeta en virtud del cual se justifica la apro­
piación de una parte de los beneficios que produce o producirá 
en el futuro la actividad ejercida sobre ese suelo, bien sea agrí­
cola, urbana o de otro tipo. La complejidad y la dificultad que 
conlleva la producción urbana, especialmente la residencial, se 
deriva en buena parte de la problemática que introduce un 
componente muy especial como es el suelo y la propiedad sobre 
él ejercida, complejidad que ha llevado incluso a calificar la 
vivienda de mercancía imposible. 

Por otra parte, es evidente que urbanismo y Catastro tienen 
una estrecha relación. El desarrollo del planeamiento en sus 
distintas fases, desde su redacción hasta su programación y ges­
tión, demanda información amplia y pormenorizada acerca de 
las características físicas y de uso del suelo y de la edificación, 
información que está disponible en la banco de datos del Ca­
tastro. Por otra parte, las valoraciones del suelo son un elemen­
to clave de la nueva ley, como se refleja incluso en su denomi­
nación, tanto para materializar las cesiones de suelo a la Admi­
nistración como para garantizar el reparto equitativo de los 
beneficios y las cargas derivadas de la actividad urbanizadora, y 
para hacer posibles los mecanismos expropiatorios que prevé la 
ley. En todo ello el valor calastral desempeña un papel muy 
importante, ya que se establece que el derecho al aprovecha­
miento urbanístico se valora por aplicación del valor fiscal, con­
sagrándose el criterio de que la legislación y el planeamiento 
urbanístico suministran sólo aprovechamientos, mientras que la 
valoración concreta se efectúa a través de la normativa fiscal. 

En sentido contrario, el planeamiento urbanístico aporta al 
Catastro elementos fundamentales para la determinación del 
valor catastral, como son la clasificación del suelo en urbano, 
urbanizable y no urbanizable o la calificación mediante la cual 
se especifican usos y condiciones de la edificación. Se establece 
así una coordinación entre urbanismo y fiscalidad, evitando 
duplicidades que no sólo son costosas sino con frecuencia in­
justas. 
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Editorial 

A través de esta normativa ahora aprobada se avanza en la 
restitución de la integridad de los suelos concretos, que no por 
ser contemplados desde distintos ángulos de la Administración 
dejan de ser una misma, mayor o menor, parte del planeta que 
habitamos. Y se avanza también en la articulación de un sistema 
que haga posible la compatibilización entre el derecho a la pro­
piedad privada, la regulación por parte de los poderes públicos 
de la utilización del suelo de acuerdo con el interés general y la 
participación de la comunidad en las plusvalías urbanísticas. 

Es, en definitiva, una nueva Ley para enfrentarse a viejos 
problemas. El tiempo dirá el juego que dé esta recién estrenada 
Ley, la cual por sí sola no garantiza el logro de sus objetivos, 
aunque establece la configuración básica de un derecho funda­
mental y proporciona un amplio repertorio de instrumentos 
que, adecuadamente combinados y adaptados a las circunstan­
cias de cada caso, sí pueden llevar al resultado pretendido. 
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